
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 6 de julio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2018-00464-00
Accionante: 


Uner Augusto Becerra Largo
Accionado:
 JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO D/DAS y otros 
Magistrado Ponente: 
 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SOLICITUD TRÁMITE ACCIÓN POPULAR / SE PROFIRIÓ AUTO DE INADMISIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO / HECHO SUPERADO /
Pero en el estado actual de cosas, el asunto no exige mayor análisis, dado que, según dio cuenta su titular (f. 8.), el Juzgado ya profirió un auto inadmitiendo la demanda el día 27 de junio de 2018, notificado por estado el día hábil siguiente. Esto significa que, aunque se pudo exceder el término de tres días para proferir la decisión que por esta senda se exige (art. 20, ley 478 de 1998), lo que no fue refutado por el despacho judicial, que solo atinó a mencionar el exceso de carga laboral, la situación ha pasado a un plano diferente, que es la carencia actual de objeto, pues se alcanzó el objetivo que aquí se perseguía, que era el de que se iniciara el trámite de la acción popular. Así se decidirá

(…)
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Acta No. 239 de julio 6 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas-Risaralda, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 

ANTECEDENTES

Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela por la presunta violación de sus derechos que anuncia como “art 13, 83, 29 CN, ley 472/98”. 

Expuso que inició la acción popular radicada con el número “2018-67”, donde se encuentra vencido el término para proferir auto admitiendo o inadmitiendo.  
Luego, solicitó que “Se ordene al tutelado que cumpla los términos de ley que le impone la ley 472/98“ (sic).
Se dio trámite a la acción, con la vinculación del agente del Ministerio Público y de la Defensoría del Pueblo.
El Procurador Regional de Risaralda explicó que su función, como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

El titular del despacho accionado indicó que la acción popular a la que hizo referencia el libelista fue inadmitida con auto del 27 de los corrientes el que fue notificado por estado el día hábil siguiente, adujo inconvenientes relacionados con el exceso de carga laboral y deficiencias secretariales; finalmente hizo alusión al hecho superado que en el de marras, a su juicio, se presenta (f. 8)
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección constitucional elevada por el accionante como consecuencia de estimar resquebrajadas sus garantías procesales ante la omisión del despacho en resolver sobre la admisibilidad de la acción popular radicada con el número 2018-00067-00.

  



Pero en el estado actual de cosas, el asunto no exige mayor análisis, dado que, según dio cuenta su titular (f. 8.), el Juzgado ya profirió un auto inadmitiendo la demanda el día 27 de junio de 2018, notificado por estado el día hábil siguiente. Esto significa que, aunque se pudo exceder el término de tres días para proferir la decisión que por esta senda se exige (art. 20, ley 478 de 1998), lo que no fue refutado por el despacho judicial, que solo atinó a mencionar el exceso de carga laboral, la situación ha pasado a un plano diferente, que es la carencia actual de objeto, pues se alcanzó el objetivo que aquí se perseguía, que era el de que se iniciara el trámite de la acción popular. Así se decidirá.




Se absolverá a los demás citados de oficio, por no hallar de su parte trasgresión alguna a los derechos invocados en amparo.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO, por hecho superado, en la acción de tutela promovida por Uner Augusto Becerra Largo, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda.
Se absuelve a los demás vinculados.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS         
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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